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C.n atencIón -8 todo lo expuesto, el Tribunal ConstitucIOnal.
POR LA. A.UTORIDA.D QUE J.E CONFIERE LA. CONSTlTU·
CION DE LA. NA.ClON ESPA.NOLA.. .

Ha decidido:

Denegar el amparo solicitado por don ..ngel Sánchez Belda. don
Marcos Te)en na Suero. don A.momo Pérez A.lonso Gela. don

26359 Dleno. RecuIso de InconstituclOnalidad numero
38011983. Sentencia 10011984. de 8 de noviembre

El Pleno del Tribunal ConstitucIOnal. compuesto por don
Manuel Garcia-Pelayo y Alonso. Presidente, y don -Jerónimo
Arol8mena Sierra. don A.n",1 Latorre Segura. don Manuel Diez de
Velasco Vallejo. don FranCISCO Rubio L1orente. doña Gloria Begué
Cantón, don Luis Díez Picazo, don Francisco Tomás y_ Valiente.
don Rafael GÓmez·Ferrer Moran!. don A.ntonio Truyol se... y don
Francíaco Pera Verdaguer. Magistrados.' ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA.

en el recurso de tnconstitucionalidad número 38011983. promovi·
- do por don LUIS Fernández Femández-Madrid, en su propio

nombre _yen representación de 53 Senadores má.. contra la Ley
Orgánica 5/1983. de I de marzo, sobre incorporación de Segovia a
'" Comunidad A.utónoma de Castilla y León. Ha sido pane el
A~do del Estado, en representaclon del Gobierno, y ponente el
Magistrado don Francisco -Tomás y Valiente.' qUien expresa el
parecer del Tribunal.

I. ANTECEDENTES

Primero.-Don Luis fernández Fernández-Madrid, como comi­
Iionado de los 53 Senadores mencionados nominalmente en el
ellC8bezamtento de la demanda, interpuso el I de junio de 1983
NCUI'lO de mconstítucionalidad contra la Ley Or¡ánica ~/1983, de
I de marzo (<<Boletin Oficial del Estado.. núm. 51, de 2 de marzo),
sobre incorporación de Segovia a la Comunidad Autónoma de
Castilla y León por considerar que dicha Ley ¡nmnge los aniculos
2, 143.3 Y 144. cl. de la Constitución. El contenido del """titum..
de!ll demanda consiste en que este Tribunal declare «la inconstitu­
cionalidad de la referida norma en su totalidad y con8iguientemen~
le &a nuhdad "de pleno derecho de las disposiciones impusnadas,..
Basan los recurrentes su pretensión en los siguientes antecedentes
de hecho y fundamentos jurídicos. .

I El Real Decreto-Iey 2/1978. de 13 de junio. aprobó el
rélimen preautonómico para Castilla y León. incluyendo a la
provinCia de Segov18. si bien. <"DmO se indicaba; en su artículo 2. sin
que ello prejuzgara .ela futura organizaClón)fF de cada una de las
provinCias en élmcluidal. Después de aprobada la Constitución. el
Consejo. General de Castüla y León. en uso de la disposición
trBnlítona pnmera de la CE. imció el proceso autonómico con
referencia a las provincial integradas en el ente preautonómico.
pero loa mUnicipIOS de la provincia de Segovia H:. manifestaron
oportunamente en contra de esta iniciativa autonómica. lo que fue
corroborado por la Diputación Provincíal en 'su sesión de 23 de
abril de 1980. en la que acordó no ejercer de momento el derecho
a la autonomia re8ulado en el aniculo 143 de la CE. El proceso
autonómico de Cotstilla-león concluyó con el correspondiente
Eatatuto de Autonomía en el que no se mcJuye a Segovia. aunque
.. etle contenclOSO» se refiere su disposición transitoria octava.

2. En el mes de julio de 1981. en los llamados «Pactos
autonómico.,.. «el PSOE y el Gobierno de UCD. acordaron la
la4:orporación de Sego\'18. al proceso autonómico castellano·leonés.
Dial después. e.ac.amerite el 31 de juho de 1981. la Diputación
Provincial acordó ejercilar el derecho a la autonomia para Que
aquella provmCIU «acctda a su auto¡obiemo como comunidad
autónoma umprovincia!», Entre 8gOW1.0 y dlCiembre de 1981 !le
produjeron acuerdoe de adhesión a la iniciativa autonómica de la
Diputacuin. en 179 municiplGi. de Jos 204 que componen la
provinCIa. [o que supone. un porc<:i"ta.le del 87.7 por 100 de los
municípi08 segovianOl y represeilta el 56.69 por 100 de tU censo
electoral. con todo [o cual se cump!en los requisitos exigidos por el
artículo 143.2 de la ConstitucíQn. Entre estos acuerdo de adhesión
se computa el del Ayuntamiento de Cuéllar adoptado el ~ de
octubre de 1981. acuerdo que, pese a lo dispuesto en el aniculo 79.2
de la Ley de Procedimiento Administrativo y peJe a solicitudes

Marcelino RldrueJo Jlménez. don OctavlO Arenzana Santamaria.
don Jua!, Man,ínez Fernando. don Mariano ('oJi Aguado. don
César Sainz Ennque. don Fernando Gareía Pellejero y don Manuel
Molera Aparicio.

Publíquese fita sentencia eR el «Doletin Oficial del Estado•.

Dada en Madrid. a ~ de noviembre de 1984.-JerÓmmo A.roza­
mena Sie.rra.-Francisco Rubio L1orente.-Luis Díez-PICll­
lO.-Francisco Tomás y VaJiente.-Antonio Truyol Serra.-Francisco
Pera Verdaguer.-Firmado y rubricado.

formuladas al respecto. tanto por la Diputación ProvinCial coma
por el Gohierno Civil ~ Segovia. no fue notificada por el cllado
Ayuntamíento a la Diputacíón hasta el 4 de dicíembre de 1981.
A.hora bien. un día antes, el 3 de diciembre de 1981. el "'yunta· .
miento de Cuéllar adoptó un segundo acuerdo revocatorio del
anterior: elte nuevo acuerdo. notificado a la Diputación el 3) de
diciembre del mismo año. consistía en «dirigirse a las Cort~,
Generales para que puedan. previos los tramites correspondientes.
llevar a cabo. según la Constitución. la intesraeión de la provincia
de segovia en la Comunidad Autónoma de Castilla y León».'
Contra este acuerdo se interpuso en su día recurso de repoSICión y,
tras él. el contencioso administrativo ante la Audiencia Territorial
de Madrid.

Pendíente aquel recurso. se concluyó el proceso iutonóm ieo de
Castilla.J.eón con la aprobaCión y publicacIón de su Estatuto.
Asimismo le inicia y concluye la tramitación pdrlamentana. la
aprobación y la pubhcación de la Ley Or¡ánica 5 de 1983. ahora
impugnada. que dispone la incorporación de la provinCia de
Segovia al proceso autonómico de Castilla y León. actualmente en
cu....".. al amparo del aniculo 144. cJ, de la Constitución.

3. Nuestra Constitución. según dicen los recurrentes. no
contiene una noción clara de autonomía. pese a lo cual SI parece
evidente que ésta e.itá concebida--eomo un derech.o y no como un
deber, de donde te lDfiere -siempre según los demandantes- que su
ejercicio es voluntario (principio dispositivo o de voluntanedad) y
también que «no se puede obligar. jurídicamente hablando. a
cualquier temtono a acceder a la condiCión de Comumdad
Autónoma».

El ejerciO. la iniciativa autonómíca es la: principal manifesta-·
ción del principio de .voluntanedad. La autonomia es un derecho
y la adquisición de la condición de Comunidad Autónom~ no
puede ser nunca mera concesión por parte del Estado. De ah1 que
la Constitución deje un amplio margen de libertad a mUniCIpiOS.
provincias y entidades preautonómlCfts para que se manifiesten al
efecto y configuren el mapa autonómico que no viene predetermi­
nado por el título VIII de la ConstItución. Es tambíen cIerto Que
al propiO tiempo en el articulo 144 «se c~ntempla ... un. !llstema de
~O.rrec~IVOS a es~ prinCIpIO de voluntanedad caraetenstlco de la
IDlcIatlVa autonomtea». .

4. Tras estas consideraciones generales. 108 demandantes ana­
lizan el calO concreto de Segovia. Al no cumplirse respecto ata.
provincia de Segovia los requisitos del 143.2 de la. CE. de ese hecho
se derivan dOl consecuencias: por una parte, la ~lsol':1c.l~n del ente
preautonómico cll8tellano-ieonés. a tenor de la díSposlclon transito­
ria séptima. bJ. de la CE: por otra pane. el fracaso de aquella
iniCiativa autonómIca. a tenor del 143.3 de la CE. obliga. a esparar
a que transcurran cinco años. es decir. hasta el 26 de abnl de 1985
«para cenerar el ejercicio de la ini~iatíva autonómICa en dIcha
provincia». que ~uedará así delPJada del proceso aUlonomICO
castellano-leonés.. -

Por otro lado. pendiente el recurso contencioso-admlnlstratlvo
contra el acuerdo revocatorio del Ayuntamiento de (uellar no
puede decine ti ha prosperado o no el ejercicio de la inICiatIva
autonómica uniprovinclsl. Si el recurso prosperara. habna que
entender cumpJidOi los requisitos del 1411 de la CE. a reserva de
la posible intervenCión de 188 Cortes Generales en apllcanon del
144. a). de la CE. Si por el contrario. el.recurso se desestImara la
iniciativa habría fracasado. SIendo de aphcaJ la mIsma solunon que
en el supuesto anlenOL ef. declL la impoSible re1teraClon de la
misma antes de que trRnif~~urr8n CIOCO años.

Los recurrentes pasan fioalmente a analizar lo que ellos' mismos
denominaron .fiistema corre<:ti\lo del artículo 144. cl. de la
Constitución», precepto que «conviene a la~ Cortes (Jenerales. con
carácter excepcional. en titulares constitucIOnalmente legmmados
para el ejercicio de la iniciativa autonomlca», El articulo 144 el.
plantea dos cuestiones; el sisnificado de la expreslOn (~Susuttllr» ;"
el de la apreciación de ~dos motivos de mt~res naclol]a!». pero
como esta cláusula alude a una decisión poliuca de las <. ortes que
sólo podrán producirse en el supuesto de que la mterpretaClon del
té(tTIino .sustituí.... habilite a las Corteti para tal apreCianon. los
recurrentes se cinen exclusivamente al análisis del sl~nJficado de lB
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expresIón «sustltuu'». De sus, dos sentidos posibles (poner la
inICIativa de las Cortes en lugar de unaíniciativa no ejercida: o.
poner en lugar de una InICiatIva ya ejercIda otra de signo contrano)
los recurrentes consideran admisible sólo el pnmero. y ello por los
sigUientes argumentos. 1 <» La autonoml3 «es un derecho que se
concede a los pueblos de España)~. 001 lo que el artículo 144. c).
tiene un carácter excepcIOnal y debe ser mterpretado _restnctIva­
mente. esto es. sólo para aquellos casos en que no haya habido
voluntad de miciativa: 2.") El plazo de los (meo años del 143".3 de
la CE Impide que la proV1llCl3 de ~govla pueda reiterar su
miclatlva a Incorporarse a Castilla·Leon hasta su transcurso. «ven
consecuencia tampoco puede ser sustituida por las Cortes en el
sentIdo de su mtegracIón en dicha {'omullldad)) hasta que transcu­
rra dicho plazo. pues de lo contrano «se estaría haCiendo una
mterpretación fraudulenta de este artlculD (el 143.3 de la CE) al
utilizarse para evitar el contenido de otra norma». Por últímo. los
recurrentes alegan que la facultad atnbullia a las Cortes Generales
por el 144. e). de la CE «puede encerrar graves peligros». aunque
tambien puede producir efectos posltl vos «en el supuesto de qut'"
determmados territorios. por no ejercer la imciativa autonomlca, se
ql,Jedasen descolgados en.la configuraclOn del Estado AutonomJCO~

producléndost" con eIJo una sene de dlsftmclonahdades Importan~

tes» De lodo .eUo-deducen que la Le)'- Orgamca 5/1983. de 1 de
mano. supone una VIolaCIón de los artlculos 2. 137. 1433 Y 144.
e): de la \ onstltuClón. -'

5egunlto ·La Seéclón 4:;1 por providencia de- 8 de jUntO de
IQ83 3('oroo tener por -presentado el escrito del señor Fernánde7
Femá!1dez-·Madnd y requenrle .para que en el plazo de dle7 días
acreditara documentalmente que los Senadores mencionados en su
esento mamfit'!iten su voluntad de entablar recurso de inconstltu­
clOnalIdad en concreto contra la Le" OTRá.Olca 5/1983. de I de
marzo. lna vez acreditado este extremo. la ,Sección 4.3

• por
provulencla de 22 de JUniO de 1983. acordó admitir a tramite el
recurso. ,dar traslado de la demanda ~ de la documentación aneja
al Congreso de los DIputados. al Senado y al Gobierno. al objeto
de que pudieran personarse ~ formular alegaciones, y. finalmente.
acordo la SecClon publicar la Incoación del recurso en el «Boletín
Oficuu de¡' Estado» para general conOCImiento. Cumplidos los
antenores ac-úerdos. se persono el Senado a 5 de julío de 1983-.
aunque no formuló alegacIones. )' el Congreso de los Diputados.
por esenio de su Presidente. de 12 de Julio de IQ83. comunicó que
nohana uso d.e sus facuhades de personaclón ni de formulaCión de

# alegaCiones Ese mIsmo dia 12 de Jutío presentó las suyas. en
nombre del (rOblerno, el Abogado del Estado. cuyo escnto resumi­
mos a contm1JaClón.

Segun el ~bogado del Estado la provincia de Segovia se ha visto
afectada POI tre~ distintas 100ciativas autonómicas: la del Consejo

, General de ( astilla y León al amparo de la disposición transitoria
,pnmera de- la.CE. la imClatlva autonómica uniprovincial a raíz del
acuerdo de la Dlputaetón de 31 de íulio de 1981. y. finalmente la
de las (ortes Generales. La pnmera no prosperó debido a la falta
de adheslon departe de los Ayuntamientos de la provincia. pero es
claro que se- tramitó dentro de los cauces del articulo 143.2 de la
CE~ y P~l tl:lnto. al haber fracasado. es necesario que entre en juego
la prohlblclon del 143.3 de la CE. esro es. el plazo·de cinco años,

. La regla del 143.3 debe impedir. «una, vez no prosperada dicha
Vla». la reproducción del mismo tramite. esto es. de una nueva
imClatlva autonómica provinCial dentro de los cinco anos siguien­
tes. Por consigUiente re~ultan tachados de lnvilJidez todos los
tramites prodUCIdos en contravención del 143.3 de la CE, es t1eclr.
ta imclativa autonomica tomada por la Diputación el 31 de julio d~

198 ( Ysu tramitacIón posterior. Por el contrario. no c..be. a JUICIO
del representante del Gobierno. referir el 143.3 de la CE al supuesto
de ml('~atlva de las Cortes Generales que se contiene en el 144. e).
de la (E En pnmer lugar porque tanto el sentldo Hteral de aquel
pre<:e<'to como su situaCIón dentro del artículo que regula la
1~lclatlva autonómica de las provinCIas evidencian que es a ésta y
solo a ella a la que se refiere. En segundo término porque desde un
punto de vista lógico la úmca iniciativa que puede no prosperar es
la del 14.'.2 de la CE. porque intervienen en ella. ademas del órgano
que la aaopta, otros cuya voluntad puede ser discordante con la de
aquel \ tuv'er que fracase su Impulso Inicial. pero este supuesto no
se da en el caso det 144. c). de la CE porque las Cortes podrán o
no tomarla. pero una vez adoptada slempc se perfecciona. porque
no hay mtervenClOnes posteriores ni tramitación ulterior. ya que la
InIClaUVa del 144. c). de la CE rro suple tan solo el impulso imclal
~el pn>eeso del 143.2. S100 todo el pron~so. todos los requisitos que
Integran el pf(lcedlmh~nto del artlculo 143.2. La norma del 143.3 es.
pues ImpeditIva para la provIncia. pero no para las Cortes
Generales.

Llevando sus alegaCtones a otro terreno. el Abogado del Estado
COinCIde con los demandantes en afirmar que la Constitucion.
ademas de recoger el llamado pnnClplo de voluntariedad..contiene
«un sistema de correctivos» de tal principio. La acción del Estado
en aras del ~<interes naCIOnal» im.·ocado por el 144. c). de la.CE
puede operar en Ires hipóteSI'" al falta de iniciativa autonómica. b)

iniCiatIva tomada. pero que no haya prosperado. } el iniCIativa
perfeccionada con todos los reqUIsitos del 143.2 de la CE. La más
débil intervención del Estado sería la relativa a la segunda
hipótesis. y esta es la qur S(' da en el caso de autos. pues lo cIerto
es que la voluntad provmnal mvixada por los recurrentes «no se
ha acreditddo» y en lodo I:aso carece de toda conSistenCIa Jl!ridlca.

Pero es que en el tt"Xto de la r~lnstitllCIÓn ha~ razones para
'estimar que las Corte!. !'lt'!lC'rales no t:enen tasada su competenCIa
sólo en relación con la h:r.ott:SiS h;'-. smo tambien en el tercer
supuesto. En efecto. IOft'l1Jr.:Hlndolas no como alternativas entre sí.
sino como eventualO1enu. concurrentes. las facllltades confendas a
las COrtes por los apanad3s a) y c) del articulo 144 de la CE
permiten afirmar qut' ia Le! Orgá.ilica impugnada «!leva Implícito
el rechazo a la posibwdad de autorizar una comunIdad autónoma
provincial dado que su 'ObJetivO es precisamente la integración de
dicha provincia en una comumdad más amplia».

En consecuenCia, e\\ongado del Estado propone la desesttma~

ción oel recurso. dada la plena conformidad a la ConsUtuclón de
la Ley impugnada. .

Tercero.-A 10 de aorll de- 1984. el comisionado para este
recurso presentó un eSt.Tlto solicitando. al amparo de diversas
nonnas de la Le) de fmUlC1amIento Civil. que se le diera traslado
del escrito o escritos de contestación U oposición a su demanda. la
Sección 4.a . a l J m¡<;;mó mes. dietó una providenCia temendo por
recibidos los escritos. del \enado y del Congreso así como el escrito
de alegaciones del reprl"~nlante del Gobierno. por lo que. a la vista
del escrito del C0011Shll1ado antes citado. la St.'Cción declaró
concluso el presente lJro(:,~ct"lmlento, quedando pendiente del seña·
lamiento oportuno para deliberación y fallo por el Pleno para
cuando por turno le (orresoonda: asimismo dispuso la Sección en
esta mIsma providenCIa la entrega a las partes de los respectivos
escritos presentados.

Cuarto.-Por providencia del Pleno de fecha 30 de octubre
pasado se señaló el g del presente mes de nOViembre para la
deliberación y votación de esta sentencia. fecha en la que tuvo
lugar.

11. FUNDAMENTOS JURlDICOS
Primero.-Tres son las cuestIones que conviene tratar por

separado para poder resolver este recurso; dos de ellas constItuyen
sendos fundamentos del «petitum» de los recurrentes. la tercera en
conexión con un.o de aqueUos argumentos. ha sido suscitada por el
representante del Gobierno. Se nos dice en primer lugar que la Ley
Organda 5/1983 es inconstitucional porque las Cortes Generales
han yulnerado el plazo de cinco años contenido en el articulo 143.3
de la CE. Se afirma. en segundo término. y como fundamento
principal de la pretensión de inconstitucionalidad, que la Ley
impugnada viola. respecto a la provincia de Segovia, los artículos
2 y 143.2 (en ocasiones se cita también el J37) de la CE. porque las
Cortes han excedido el sentido rectamente entendido del artículo
144. el. de la ConstituelOn. Finalmente. el "'bogado del Estado.
anleS de plantearse el problema de si el plazo del r43.3 de la CE
afecta o no a las Cortes. considera que toda la iniciatIVa autonómi·
ca de la provincia de Segovia. a partirdel acuerdo de la Diputación
del 31 de julio de 1981. debe ser tachada de invalidez. a pftlposito.
precisamente, del mismo plazo del· 143.3 de la ConstitUCión,
Veamos en primer lugar el problema del plazo.

El objeto de este recurso no es la .inIciativa autcinó"mica
adoptada por la Diputación de Segovia el 31 de julio de 198 L DI
tampoco su desarrollo. aunque sobre 'este sea ineludible formular
determinadas consideraciones. sino la ley aprobada por las Cones
Generales. No existiendo. como no .existe. una conéxiDn necesaria
entre este objeto y la cuestión suscitada por el Abogado del Estado.
este Tribunal no .tiene por qué pronunciarse respecto a si la
provincia de Segovia no podía impulsar un proceso hacia la
autonomía uniprovinclal hasta pasados cinco años contados a
partir del fracaso de la iniciativa adoptada por el Consejo Preauta.
nómico de Castílla y León (o. en su caso, desde el momento en Que
la provincia· acordó separarse de tal iniciativa). en cuyo caso no
habría habido una segunda iniciativa válidamente impulsada por el
acuerdo del 31 de julio de 1981: o si. por el contrario. la iniciativa
del ente preautonómíco no afecta a la provincia de Segovia.
aisladamente considerada. a los efectos del plazo en cuestión. La
constitucionalidad de la ley Orgánica impuganada no depende de
la solución de esa disyuntiva. puesto que. como veremos. la
conformidad de tal Ley con la Constitución se da meluso en el
segundo supuesto de ia alternativa. '

Es sin embargo necesario examinar el 143.3 en relaCión con las
facultades que el 144 atribuye a las Cortes, es decir si el plazo de.
cinco anos del primer precepto afecta o no a las Cortes. y respecto
a este problema. la solución ha de ser- forzosamente negativa. En
efecto. la iniciativa a la que se refiere el 143.3 como no reiterable
hasta pasados cinco años de su primera formulac1ón es la de los
entes a los que se refieren .los dos primeros apartados del mismo
aniculo. y ello es así. no sólo. como afirma el representante del
Gobierno, por loa erilerios de interPtelaCión literal ) slslematil:ll
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que el mismo expone. SIDO porque seria un contrasenudo supedItar
(dos motivos de interés nacional» que son la umca razón de ser de
la.actuaCIón d. las Cortes en el anículo 144 de la CE. al transeuno
de un largo plazo cuyo término inicial depende de la esfera de
dicislon de lo. dIve"", entes a.que se refiere el 143.1 y 2 de la
Constitución, lo Que eqU1valdría a dejar en las manos de entes
Integrantes de- la totalidad nacional un mecanismo impeditivo de

. la defensa directa del propIO interés RaeJOOS) atribuida, en este
caso. por el ¡nCISO primero del 144 d~ la CE, a las Cones Generales
que represen lan al pueblo españoJ~ en quien reside la soberanía
nacional ¡artlculos 66.1 y l.2 de la Constitución). En consecuenCIa.
la Ley CirganlCa 511983 no es contrana al 143.3 de la CE, como
pretenden los recurrentes.

Segundo.-(Jueda por determmar la reló(HJn de la Ley Impugna­
da con los artlculos 2. 137 Y 144. e).

Es necesano no confundir el derecho a la autonomía que la
ConsutuclOr. reconoce y garantiza a <das nacIOnaJidades y regiones»
que IDlegra11 la Nación española (artículo 2' )! Que conectado con
el 143.1 (al margen de otros supuestos que no hacen al caso)
consiste en el derecho a «acceder a su autogobierno y constituirse
en ComunIdades AutónomaS». con el derecho de cada provincia a
la autonomla «para la gestión de sus respectivos intereses». se
entiende. en cuanto provincia (artÍ'Culo 137 de la CE). ni tampoco
con el derecho a la iniciativa autonómica. El segundo. que este
Tribunal ha di.stmguido del primero. entre otras. en sus sentenCIas
4/1981. de 2 de lebrero. y 32/1981. de 28 de Julio. no está aquí en
juego lunque los recurrentes a veces lo inVOQuen. ni ha podido ser
violado por la Ley Impugnada. Del ter~ro es Utular.la provinCIa de
Segov!a en cuanto ella entienda que reune los. reqUISItos del 143.1
Y2 para convertirse en Comunidad Autónoma. y. ciertamente•. sus
órganos provlnclales y locales han hecho uso de la iniciativa
autonómica. Pero eOo no significa. sin mas. que. directamente
emanado de la Constitución. Segovia. o cualqUIer otra provinc18..
tenga un derecho a constituirse en Comunidad Autónoma unipnr
vincial. pues han de ser las Cortes Generales las que verifiquen S1
en Segovia concurre el requisito que el 143.1 de .Ia CE exige al
respecto, esto es. SI se trata de una provincIa «con entidad regional
h1stónca», }' SI,·por otra parte. en su proceso hacia la autonomía se
han cumplido las eXIgencias del 143.2 de la CE. Esta apreciacIón
por las Cortes no .ha podido prodUCIrse en este caso por la
interrupción del proceso iniciado,-·pero es necesano hacer constar
que las. Cones. en la tase del 146 de la CE hubieran podido
pronuncIarse -robre uno y otro extremo. Es mas. mcluso en el
supuesto de· que las Cones Generales hubIeran entendido Que
Segovla no es una proVInCIa «con entIdad regIOnal .histónca».
habrían podIdO «autorizar» su constitución en comumdad unipro-­
vinciaJ por motivos de interés nacional con base en el artículo 144,
a). de la Constitución. Dei anterior anahsis se Infiere en conclusión
que la provmeia de Segovia, antes de la Ley Orgámca 5/1983. no
era titular de un derecho a convertirse en ComuDldad Autónoma·
directamente emanado del articulo 2 de la Constitución. pues esa
posibIlidad, denvada de su derecho a la miciativa autonómIca.
dependía de la aprecIaCión y. en su caso, autonzación de las Cortes
Generales. por lo que no puede admitirse que haya SIdo vulnerado
en este caso el artículo 2 de la Constitución por haber contrariado
la Ley impugnada un derecho de Segovla a su autonomía umpro­
vmclal. que en cuanto tal" no vIene directamente reconocido en la
Constitución.

Queda. hnalmente. por ver si la Ley 5/1Q83 es inconstitucional
por haber hecho uSO las Cortes Generales, mas allá de lo pennitido
por el 144. r)_ ce la. ConstitucIón. de una lfilclatlva contraria a la
volunta~ a~hJnomll.:a de la provinCIa de Segovia. para lo cual es
lmprescmdlhle Que formulemos algunas consIderaciones generales
acerca del derecho a la autonomla )' sobre las V13S constitUCIonales
del proceso autonomlco.

Tercero. ·Es Cieno. como señalan los recurrentes. que la Constl­
tuclón no detine Qué es autonomía. pero ello no Impide Que el
:ontemdo," IOlt IImues de tal derecho puedan ser inferidos de los
lreceptos consuluclOnales por vía mterpretauva. Este Tribunal. en
'uanto interprete supremo de la ConshtucIOn (art. 1 de la LOTC').
la preCIsado dIversos' aspectos concermentes prinCIpalmente al
ferecho a la aUll)110mía. ai proceso autonomlco y a ia delimitación
;ompetencIal a traves de numerosas sentenCIas. algunas ,de las
'uales conViene traer a colación a propósito del caso presente. Muy
II comIenzo de su andadura este Tribunal hIZO ver que (Cante todo.
·esulta claro que !a autonomía hace refercDl'la a un' poder limitado.
~n efecto. autonomía no es soberama -y aun este poder tIene
ImUes-. )' dado que cada orgamz8clón territorial dotada de
tutonomla es una parte del todo. en mngim caso el principIo de
{utonomla puede oponerse al de unidad. sino que es precisamente
lentro de eMe donde alcanza su verdadero sentido, como expresa
'1 articulo 2 de la (onstituclón» (STC 4í 1~81, FJ 3). La raíz misma
lel Estado autonur;1li.:O postula la necesaria artlculaclón entre
llmdad y dlver~tdad, pues el componente dlferenclador. SIn el cual
«IllI eXlSlIrlll veraa<lCla pluraIl<llIll DI capacl<llllllle auto¡obierllQ,

notas ambas que caractenzan al Estado de las Autonomías». tIene
límites establecidos por el constituyente, unas veces en garantía de
la unidad. otras en aras de una mínima homogeneidad sm la cual
no habría unidad ni integración de las partes en el conjunto estatal
[STC 76/1983. FJ, 2, a») y otras en función de un !DteTésnaclOnal.
que aun siendo compatible en cuanto interés del todo con el de las
partes•. puede entrar en colisión con el de una detemnnada
Comunidad. Siendo. como es. esto así en la relación potencialmen·
te conflictiva entre tal o cual Comunidad y el Estado o la naclón~
con mayor motivo existirán límites en favor del interés náclonal
frente a la voluntad Que una determinada provmCl8 pueda tener de
configurarse como Comumdad Autónoma umprovmclal. puesto
que las proVinCIaS «otl smguli» no son titulares de un derecho de
autonomía en el sentido del artículo 2 de. la Constitución. smo de
un derecho a ejercer la iniciativa autonómica. como ya dijImos al
final del fundamento anterior, En consecuencIa. la facultad confen­
da por la Constitución a las Cortes, representantes del pueblo
español. titular indiviso de la soberania.·para sustItuir la iniciativa
de las Corporacíon(s locales del 143.2 de la CE, no debe entenderse
limitada sólo a los supuestos en que no haya habido tal miciativa
o cuando esta haya sido impulsada pero ·se haya frustrado en
cualquiera de sus fases. sino que debe considerarse extensible
tambIén a la hipótesis en que las Corporaciones del 143.2 de la CE
exduyeran enalgún caso una iniciativa autonómica que las Cortes
entiendan de mterés nacional. La faéultad del 144, e). de la CE es
así. como en otro contexto dijimos con referencia al 150,3 de la CE,
«una norma de cierre del sistema» [STC 76/1983. FJ 3.011. esto es,
UDa dáusulfí que cumple una función de garantia respecto a la
vIablhdad misma del resultado final del proceso autonomICO. La
Constitución, que no configura el mapa autonómico. no ha dejado
su concreción tan sólo a la dispoSIción de los titulares de lDlciativa
autonomica. sino que ha querido dejar en manos de las Cortes un
mecamsmo de cierre para la eventual primacía del interés ,nacional,

B.en entendido que tampoco esta facultad del 144. e): de la CE
es ilimitada. pues en eljuegode contrapesos p~pio de la regulación
de la autonomía este mecaOlsmo tiene tambien sus límites. ya que
sólo cabe que las Cortes lo ejerzan respecto a las C'orporaclOues del
143.2 de la CE. esto es. no respecto a los ternIOrios citados en las
DIspoSICIOnes transitonas 2,a • 4.a y 5.a , y sólo por mottvos de
mteres nacional.

Cuano.-Sentada ya la compatibilidad con la Constitución de la
racultad eontemda en el 144. c). de la CE. en los térmlDos y dentro
de los. límItes expuestos en el fundamento antenor. se muestra
como Irrelevante «a los solos efectos del enjUIciamIento constltu·
clOnal)), <ano 3 de la LOTC) del caso que nos ocupa. una cuestión
pendiente ante la jurisdicción contencioSO-l\dministratlva que. de
no admitirse como constitucIOnal aquella mterpretación del 144, c"
de la CE. hubiéramos tenido Que resolver como cuestión prejudicíal
en el marco del articulo 3 de la Ley orgánica de este Tnbunal. Nos
referimos. como es obvio. al recurso contenClOso4 admtnlstrattvo
mterpuesto en su día contra el acuerdo del Ayuntamiento de
CudJar de 3 de diciembre de 1981. revocatorio de otro de 5 de
octubre del mismo arto. La irrelevancia a los solos efectos del
enjUICIamIento constitucional de la Ley Orgánica 5/1 Q83 Ydel uso
realizado por las Cones del 144. c).. de la CE se pone de manrfiesto
exammando alternativa 'i suceSIvamente las dos hipotetIcas solu­
CIOnes posibles respecto a la validez del citado acuerdo revocatorio.
Si fuera declarado ajustado a Derecho. quedaría invalidado el por
él revocado. esto es. el de 5 de octubre por el que el AyuntamIento
de ('uénar se adhirió a la InIClatlva autonómica umprovlOclal,
inICIativa que. a falta ya del quorum mUniCipal del 143.2 de la CE.
habría que conSIderar frustrada, permitiéndose ante tal situaCIón la
actuacIón de las Cortes con base en la facultad del 144, c)~

Interpretada en uno de los supuestos cuya constItucionalIdad nadíe
d_lscute. y dentro del cual la Ley Orgánica impugnada en modo
alguno podna ser tachada de mconstltuclOnal. Si. por el contrano•
el acuerdo revocatorio fuera declarado mválido. quedaría firme el
acuerdo d~ adhesión del 5 de. octubre y la imciativa autonomica
uOlprovinclal de Segovia podna rpntinuar su proceso y formahzar4

se como tal ante las;~ortesGenerales. Ante esta situación de hecho.
sería meludible plantearse SI las Cortes podrían actuar en el sentido
en que lo han hecho con la Ley Orgamca 511983 contra la voluntad
aUionómlca de Ja provlDcla de Segovia, con base en el \44. e),
Interpretado este precepto en el sentido expuesto en el fundamento
ten.'efO, es clara la respueSIa POSItIva. de modo tal que aun en esta
hipotética mvalidación del a..~uerdo revocatono del Avuntamlento
de CueJlaL el problema constHUClOnal atInente ai fondo <le este
recurso de inconstitucionalioad habna sido el mismo y nahria SIdo
resuelto con base en una mterpretación del J44. el. de la LonStltU4

Clón que este Tribunal estima conforme con la mIsma. Siendo.
pues. iudlterente a tal efecto la valIdez o mvaiitlez del acuerdo
muniClpal de ('uéllar. no constituye para nosotros una cueslwn
preJudlclal en el sentido del 'd11iculo 3 de la LOTe)' no tenemos
por qué pronunciarnos sobre el. Por lo mIsmo, cualqUIera que sea
en su día la solu(.'lón firme Que la JurisdicclOn \.:Ünlennoso­
llIJm¡m5lI8\1vaQi al caso. étla será irrelevanle mpetlO 11 obJelO del
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presente'recurso de ¡nconstitucionalidad d~_ la Ley 'Orgánica S de
1983.

Ante la no formalización deja' iniciativa autonómica uniprovi­
cial de Segovla.las Cortes se encuentran a 1 de- mat:Zo de: 1983.~es
decIr, dlecmueve meses después del acuerdo de la DiputaclOn
Provincial de 31 de julio de 1981. que puso en marcha tal
imclativa) con que Segovia es la única prov'incia Que, ante el grado
de generalízación del proceso autonómiCo alcanzado en aquella
fecha no esta mcnroorada a una (omuOIdad. por lo que quedaría
como llOIca provIOcla «de régImen comun» (situación,.por cierto.
no prevista. aunque tampoco prohibuia. en la Constltuclón. que no
contiene ningún precepto semejante al artículo 22 de la de 1931).
A..nte esta SItuación las Cortes invocan «razones de interés nacio­
nal» para no prolongarla más y para resolverla en un determinado
sentido. que es el de la mcorpQf8ción de Segovia a CastiHa·León.
«reglOn a la que está "la provincia de Segovia" c~:>nforme a los
cntenos del artíruio 1431- de. la Constitución. unida por lazos
"¡stOTlcos. culturales y eronómlcos».Por último. son tambien las
Cortes Generalet: el órgano constitucional. del. Estado.competente
para mvocar y a"ff"Cla r la concurrencia en tal s11uación de «razones
de mteres nacÍf'"al» )ustificatiyas de la decisión normativa que se
contIene en la Leyj/1983. Este Tribunal enuende que al actuarasi.
las Cortes no eXl"edleron los Iimnes del 144. c). de 'la Constitución.
'y que. por consl@ulente. la Ley impugnada que ~ormalmente

26360 Sala Segunda. Recurso de alllparo número 769/1983.
Sentencia número 101/1984. de 8 de 'nOt'iem.bre.

la Sala Segunda del Tribunal Constitucíonal. compuesta por
don Je~ÓOlmo Arozamena Sierra, Presidente. y don Francisco
RubIO l!or.ente. don. LUIS Díez Picazo. don FranCISCO Tomás y
Vahente don Antomo Troyol Serra y don Francisco Pera Verda·
guer. Magistrados. ha -pronunciado

EN NOMBRE DEL REY
la sigUiente

SENTENCIA.

En el recurso de amparo número 769/1983. interpuesto por la
Procuradora de los Tribunales doña Esther Rodríguez Perez.
aSJsuda· por el Letrado don Jose Maria Ruíz Zorca en nombre y
representacIón de doña María Rosario Renteria Larrinaga. don"
Sanuago QUIntana Cantera~ don Juan Ramón Azcue Manterela.
don José~ Javier lJribarri Gutierrez y don Félix Alvarez Ottega.
contra Reso}uclOn de .la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo
nombrando Juez espec¡al para' la quiebra de «Naviera Azoar. S. A.~.

Ha Sido parte en el asunto como codemandado el Procurador don
José LUIS Ortiz:,Cañavate en nombre y representacIón de don Jua'n
Perona Perona, don Manuel Gómez Martín. don Emilio Alba
Guerrero. don Antonio Manín Valiente. doña Sabina Alvarez Sáez.
don 4.ntonio Gregorio Alvarez Salmerón y doña Maria Josefa Alba
1gea. .
. Ha sido parte el J\1inisterio Fistal y .ha s.ido ponente el
Magistrado don FranCISCo Tomás y .Valiente. qUlen expresa el
parecer de la Sala. .

1. ANTECEDENTES

Primero.";Doña .. Rosario Rentería - Larrinaga. don Santiago.
QUlmana. Canlera. don Juan Ramón Azcue Manterola, don José
JaVIer linbarn Gütlérrez y don Félix. Alvarez Ortega. debidamente
representados y dmgldos. interpusieron eJ 17 de noviembre de
IQS3 recurso de amparo contra· la Resolución de la Sala de
Gobierno del Tnbunal Supremo de 28 de julio de 1983 nombrando
un Juez. especial para la tramitación de. la quiebra de la entidad

. mercantil «NaVIera Aznar. S. .1\.,».~ como contra la Resolucíón de
la mISma Sala de 14 de octubre de 1983. por la que acordó
desestimar ~l recurso de ~eposición interpuesto ·por ellos mismos
contra la pnmera resolUCIón.
- Del escrito de demanda y de la documentación íniciaJ e
postenormente aportada. se infieren los siguientes hechos:

Los demandantes sohcitaron. en interés de loS trabajadores de
la cnada SOCiedad. la qUiebra ne~saria de la misma.,y el Juzgade
c.ompetente..el numero J, de los de Primera Instancl8 de Bilbao.
~edaro la qUiebra f!eces~~la de «Naviera Aznar, S. A.)', por auto de
, de en5~ro de 1983. rautJcado de~pués al resolver el incidente de
onOSIClon uHerpuesto \?Or la SOCiedad quebrada por sentencia de 28
oe mayo de 14RJ. que fue apelada por la Sociedad ante la Audiencia
T~rfl10naj de Bllhao. sallacíón en la que se encontraba al presentar­
se e"iH" recurso de amparo.

4,..~1 las co~as. Ja"Sala de Gobierno del Tribunal Supremo acoraó
el.nomblarn¡emo de Juez especial para dicha quiebra. nombra~

cumple los requisitos de la disposición octava de la Ley Orgánica
4/1983. de 25 de febrero. y que entró en vigor el mismo día que el
Estatuto de Castilla-león. no viola el artioulo 144. ej. de 'a CE. por
lo que. como pide el Abogado del Estado. debe declararse plena'
mente conforme con la Constitución.

F,4 LLO

En ateneíón a todo lo expuesto. el Tribunal· Constitucional,
POR LA. AUTORIDAD QUE J-E CONFIERE L\ CONSTlTU·
ClON DE LA NAClON ESPANOLA.

Ha decidido:

Desestimar el recurso interpuesto contra la Ley Orgánica
5/1983, de I de marzo.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid. a 8<le noviembre de 1984.-Fírmado: Manuel
Garcia.Pelayo Alonso.-JerÓnimo Arozamena Sierra.-Angel Latarre
Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Francisco Rubio Lloren·
te.-Gloría Begue Cantón.-Luis Díez Picazo.-Franclsco Tomás y
Valiente.-Rafael GÓmez-Ferrer. Morant.-Antonio Truyol Se·
rra.-Francísco Pera Verdaguer.

miento que recayó en el titular del Juzgado de Pnmera Instancia
numero 17 de los de Madrid. todo ello por·acuerdo de 28 de julio
de 1983. Aunque el acuerdo no les fue notificado. siempre según
eltos. los recurrentes interpusieron contra él. una vez lo conocieron
por vía particular. recurso de reposición fundado principalmente en
que dicho acuerdo se había tomado a instancia de algunos
acreedores interesados, y no a iniciativa de la Sala. como dispone
et artículo 1: de.1 Decreto-Iey de 17 de julío de 1947. yen que. al
actuar así. Ja Sala había decidido violando el principio de contra­
dicción yel de audiencia a los interesados. puesto que oyó a unos.
pero no a los recurrentes: como tercer fundamento de su recurso
alegaban la violación de su derecho al Juez ordinario predetermina·
do por la Ley. contenido en el artículo 24.1 de la Constitución;
finalmente entendian que el acuerdo violaba el articulo '620 de la
lOPJ por no manifestar el fundamento de la decisión.

Por Resolución de 14 de octubre de 1983. la Sala de Gobierno
del Tribunal Supremo acordó desestimar el anterior recurso recha·
zando uno por uno sus fundamentos. Razona la Sala que a <da mera
circunstancia» de que unos acreedores solicitaran el nombramiento
de Juez especial y otros se adhirieran a tal solicitud «no puede
dársele otro alcance que el de ex.citar el celo» de la misma Sala. Que
no actuó «ti Virtud de parte. sin facultades para ello y SIO otro
elemento de juicio que el de sus propias alegaciones». SInO que
rei.·abó mformes al ~specto del Ministerio Fiscal y de las ,)"udien·
cias TerritoTlales de Bilbao y Madrid. todos ellos. por Cierto,
favorables al nombrami.ento del Juez especial civil. Tampoco
puede entenderse ..violado el principio de contradicCIón ni el de
audiencia. porqUf' ni los solicitantes del nombramiento ni Quienes,
despué~. se opusieron a él son técnicamente partes. Tampoco.
segÚJ1 le Sala. violó su pnmera Resolución el artículo 24 de la
Constitaóón. pues. dice la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo.
de su lectura <i(se deduce sin género de duda alguna Que cuando
habJa del derecho al Juez ordinario predetermínado por la Ley. y lo
demás consecuente. se está refiriendo clara y específicamente al
Juez de orden penal y procedimiento de dicho orden»..de dond~
deduce la Sala que «no puede hablarse de Juez predetermmado» en
el Orden Civil ríi se vulnera la Constitución con el nombramiento
autorizado por el Decreto-ley de 17 de julio de 1947. «pues de otro
modo su inconstitucionalidad hubiese sido tenida en cuenta por
esta Sala de Gobierno». Por último. entiende que <das especiales
circunstancias que concurren en Ja quíebra de «Naviera Aznar.
S. A.». y lo contenido en los informes del Ministerio Fiscal y de las
Audiencias de Bilbao y de Madrid fueron los fundamentos de su
primer acuerdo del que «no cabe en con,5eCuencía decir que es
infundado».

En su demanda de amparo Jos recurrentes piden la declaración
de nulidad de los dos citados acuerdos de la Sala de Gobierno del
Tribunal Supremo por violación del artículo 24.2 de la Constítu·
ción en su inciso «todos tienen derecho al Juez ordinario predeter­
mmado por la ley». y. además. porque tal violación se ha cometido
mediante resolución dictada a instancia de una parte. pero sin
audiencia de la otra. y sin que en aquella resolucion «se haya
fundamentado mínimamente la deCisión adoptada».

Segundo.-La Sección Tercera. por providencia de 14 de diciem·
bre. acordó la admIsión del' recurso. y que se dirigiera atenta
comunicación al Tribunal Supremo para que remitiera las actuacio­
nes tart. 51.1 de la LOTC'). Dicha resolución debia notificarse [­
lo. Procuradores de don Juan Perona Perona y otros; del Banco d.


